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I. Introducción

Quizás el título del presente trabajo parezca demasiado pretensioso por la amplitud de los conceptos empleados, ya que en el ámbito municipal se desarrollan múltiples actos que van desde una Ordenanza dictada por el Concejo Deliberativo o Decreto del Departamento Ejecutivo, hasta las tareas y funciones propias de la gestión local, pasando por trabajos de corte administrativo en el que intervienen varios agentes (empleados, jefes, directores, funcionarios, etc), pero he aquí -de alguna manera- la aspiración de esta ponencia, pretender abordar las Convenciones Internacionales y la jurisprudencia que se va construyendo a través de los Tribunales internacionales, particularmente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos –reconocidas como ley suprema por nuestra Constitución Nacional-, y su permeabilidad sobre el tejido orgánico municipal en todas sus áreas desde una perspectiva actual.


Es decir, analizar si el control de convencionalidad es posible en el ámbito municipal, y de ser así, la factibilidad de su concreta implementación.


II. La ciudad.

Resulta forzoso emprender el análisis de la cuestión del control de convencionalidad en este ámbito formulando algunas apreciaciones respecto de la ciudad como centro de vida cotidiano de cualquier vecino.


En ella, el ciudadano –el habitante de la ciudad- es el partícipe de la voluntad general, es el protagonista del contrato social de convivencia vecinal
.

Cada Ciudad es una aldea local, es una aldea vecinal; ella reúne a los hombres en su terruño. Es una geografía municipal circunscripta con espacios para el diálogo público y privado. En la Ciudad se erigen planes y programas de acción, se pactan actos de convivencia, se instalan economías, comercios, trabajos, escuelas, iglesias, comisarias, tribunales, hospitales, bibliotecas, museos, y otras instituciones que hacen al sistema de la Ciudad
.


De esta suerte, el Municipio se convierte en gerente de la vida local, debe no sólo gobernar y gerenciar, sino que también anticiparse a lo que vendrá, y ello supone que el Municipio debe brindar racionalidad y previsibilidad.

No olvidemos que la Ciudad es un fenómeno vivo y dinámico en la que caben y concurren múltiples instituciones y organizaciones.


También se requiere de un eficiente sistema en la gestión de políticas con orientación macro. Hoy, el éxito de muchas ciudades va de la mano del éxito del país y no sólo a la gestión de las autoridades locales. Así, el empuje estratégico de una Ciudad puede sufrir externalidades positivas o negativas de acuerdo al rumbo del Estado y de la región en la que se encuentra. Allí donde hay visiones a largo plazo para gestionar las externalidades, las posibilidades de crecimiento, de productividad y de desarrollo sustentable se potenciarán en un marco de respeto a la legalidad
.
Justamente por esto último es que el Municipio debe ser tierra fértil para que el principio de legalidad abone todas sus áreas e instituciones, ya no sólo desde una concepción rígida colonial de su histórico predecesor “el cabildo”, sino un respeto a la legalidad desde una perspectiva regional y global, entendiendo a la ciudad contemporánea hipermoderna como una organismo institucional hiperconectado, multifacético y con nuevos patrones en sus relaciones con otros Estados y sus administrados, sin perder de vista a su vez, que pese a todos estos cambios contemporáneos, el municipio continúa siendo la institución pública gubernamental más próxima a sus gobernados, y cuya inmediación reclama mayores esfuerzos en la gobernabilidad y aplicación de la ley.
III. El Control de Convencionalidad: primeras aproximaciones.
El control de convencionalidad, con dicha denominación, aparece por primera vez en la jurisprudencia contenciosa de la Corte IDH en el caso Almonacid Arellano vs. Chile. Con anterioridad, el juez Sergio García Ramírez, en sus votos de los casos Myrna Mack y Tibi, había realizado una aproximación conceptual al control de convencionalidad que se realiza en sede interamericana y en el ámbito interno de los Estados, pero en Almonacid Arellano la Corte precisa sus principales elementos
.
Para ensayar concretamente un concepto del llamado control de convencionalidad, considero que podemos entenderlo como el control de compatibilidad –realizado en sede judicial y en los demás órganos del Estado y autoridades administrativas- entre el texto de una norma nacional, provincial o local, su interpretación o un acto u omisión de autoridad pública o de particulares, por un lado, con relación al texto de un tratado internacional y/o la interpretación judicial o consultiva de ese texto realizado por una autoridad internacional competente para hacerlo, por el otro.

Al aprobar y ratificar la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), la Argentina ingresó en el llamado Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos (SIDH). Desde entonces ha ido tomando cuerpo el llamado “control de convencionalidad” que supone una traslación del control de constitucionalidad, es decir, así como la supremacía de la Constitución requiere que se controle para que sea real y efectiva, la supremacía de la Convención Americana de Derechos Humanos exige también que se lleve a cabo igual control.

De esta forma, la tarea consistiría en juzgar en casos concretos si un acto o una normativa de derecho interno resultan incompatibles con la Convención Americana de Derechos Humanos, disponiendo en consecuencia la reforma o la abrogación de dichas prácticas o norma, según corresponda, en orden a la protección de los derechos humanos y la preservación de la vigencia suprema de tal Convención y de otros instrumentos internacionales fundamentales en ese campo
.
Igualmente procede en el supuesto de que el Estado no haya cumplido con el deber de adoptar disposiciones de derecho interno (art. 2 de la CADH) para garantizar efectivamente el ejercicio de los derechos humanos reconocidos en la Convención, para lo cual la Corte, por vía jurisdiccional, impone al Estado tomar medidas legislativas o de otro carácter para satisfacer semejante finalidad.

Merced a esta tesis, la Corte Interamericana tiende a perfilarse también como un tribunal regional de casación, en orden a crear una jurisprudencia uniforme dentro de aquella temática
.

El control de convencionalidad desempeña un doble papel, por un lado es represivo, puesto que obliga a los jueces nacionales a inaplicar las normas internas (incluso las constitucionales) opuestas al referido Pacto, y a la interpretación que sobre dicho Pacto ha realizado la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Por otro lado, es constructivo, también los obliga a interpretar el derecho doméstico de conformidad al Pacto y a su interpretación por la Corte Interamericana. Es la interpretación armonizante o adaptativa del derecho local con el Pacto y la exégesis dada al Pacto por la Corte Interamericana, también conocida como “interpretación conforme”.
Sin pretender ahondar en este tópico acerca de las formas o herramientas interpretativas –cuestión que excede ampliamente el objeto del presente trabajo-, no quiero dejar de señalar la postura adoptada doctrinal y académicamente por quien es hoy uno de los integrantes de nuestro máximo Tribunal Federal, el Dr. Horacio Rosatti quien indicó que en relación con el control de constitucionalidad planteó que la reforma constitucional de 1994 no autoriza a hablar de control de convencionalidad “por fuera” del control de constitucionalidad porque los tratados (aprobados y ratificados por nuestro país) no están desligados de la Constitución, ya que la introducción de art. 75 inc. 22 no autoriza a desligar la interpretación judicial de los tratados realizada por un tribunal nacional en el marco de un caso concreto (el llamado control de convencionalidad) del control general de constitucionalidad. En este sentido, Rosatti hace hincapié en que el inc. 22 del art. 75 de la C.N. expresa que los tratados internacionales ingresan al orden jurídico argentino “en las condiciones de su vigencia”
.

En ese sentido, la Corte Suprema a pocos meses de la vigencia de la reforma se expidió sobre el alcance de la frase “en las condiciones de su vigencia” en el análisis del caso “Giroldi” donde afirmó que la jerarquía constitucional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ha sido establecida por voluntad expresa del constituyente en las condiciones de su vigencia (artículo 75, inc. 22, 2º párrafo), esto es, tal como la Convención citada efectivamente rige en el ámbito internacional y considerando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por tribunales internacionales competentes para su interpretación y aplicación.
Así es como recibe fortalecimiento y comienza a imponerse la doctrina de la Corte Suprema sobre el carácter vinculante de la jurisdicción internacional
. Al respecto se afirma que esta interpretación permite invocar ante los tribunales domésticos la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ingresa así a nuestro sistema.

IV.  El control de convencionalidad como obligación de toda autoridad pública.


-Caso Gelman Vs. Uruguay (24/02/2011)-


Cuando un Estado es parte de un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos los jueces, están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que lo efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por lo que los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.

La sola existencia de un régimen democrático no garantiza per se el permanente respeto del Derecho Internacional, incluyendo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, lo cual ha sido así considerado incluso por la propia Carta Democrática Interamericana. La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales de protección de los derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención Americana, de modo que la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus características tanto formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de graves violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Derechos, la protección de los derechos humanos constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de los “susceptible de ser decidido” por parte de las mayorías en instancias democráticas, en las cuales también debe primar un “control de convencionalidad”… que es función y tarea de cualquier autoridad pública y no sólo del Poder Judicial. (el resaltado y subrayado me pertenece). En este sentido, la Suprema Corte de Justicia del Uruguay ha ejercido, en el caso Nibia Sabalsagaray Curutchet, un adecuado control de convencionalidad respecto de la Ley de Caducidad, al establecer, inter alia, que “el límite de la decisión de la mayoría reside, esencialmente en dos cosas: la tutela de los derechos fundamentales (los primeros, entre todos, son el derecho a la vida y a la libertad personal, y no hay voluntad de la mayoría, ni interés general ni bien común o público en aras de los cuales puedan ser sacrificados) y la sujeción de los poderes públicos a la ley”.

-Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana (28/08/2014)-

Finalmente, esta Corte considera pertinente recordar, sin perjuicio de lo ordenado, que en el ámbito de su competencia “todas las autoridades y órganos de un Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer un `control de convencionalidad´”


-Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador (14/10/2014)-

Además, ha dispuesto en el Caso de las Masacres de El Mozote y lugares aledaños que el Estado debe asegurar que la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz no vuelva a representar un obstáculo para la investigación de los hechos materia del presente caso ni para la identificación, juzgamiento y eventual sanción de los responsables de los mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares acontecidas durante el conflicto armado en El Salvador. Esta obligación vincula a todos los poderes y órganos estatales en su conjunto, los cuales se encuentran obligados a ejercer un control “de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes (el subrayado y resaltado me pertenecen).


V. Control de Convencionalidad en el ámbito interno. 


La Corte IDH ha puesto de relieve la importancia de la realización del control de convencionalidad en el ámbito interno para evitar que los Estados incurran en responsabilidad internacional, considerando que ellos son los primeros llamados a cumplir con la labor de protección de los derechos humanos. En ese sentido, la Corte IDH ha destacado la subsidiariedad del sistema internacional (en lo contencioso) y ha dado cuenta de la progresiva incorporación del control por parte de la jurisprudencia constitucional comparada
.

VI. Control de Convencionalidad en el ámbito municipal.

VI.I Análisis de la situación.


Haber comenzado la presente exposición refiriéndome brevemente a las características más carnales de una ciudad, no fue un acto ocioso desprovisto de sentido, sino que contrariamente pretendí aproximar el enfoque local sobre el cual se aplicará el control de convencionalidad, interpretada aquella como la célula de organización primaria de una sociedad.


Al respecto, en honor a la claridad de la descripción, quiero hacer mías las loables y explicativas palabras empleadas por el Dr. Iván Darío Tenaglia, quien señaló con mucha lucidez que “El Municipio es la madre de la República. El Municipio es el teatro fundacional de las libertades cívicas; como la célula al cuerpo, sin Municipio nunca habrá Nación justamente organizada; el acto estatal en él se plasma, desarrolla y culmina. Lamentablemente, en el Municipio la proximidad de los problemas es inversamente proporcional a la posibilidad de las respectivas soluciones… Las municipalidades debemos luchar de abajo por nuestros poderes naturales, nada vendrá de arriba”
.

Vertebrándome sobre esta última frase, entiendo que la defensa de la legalidad en toda su amplitud debe provenir de todos los estamentos organizacionales con aptitud de decisión y caracterizados por alguna nota de autoridad, sin necesidad de esperar –muchas veces con desidia- que se laude únicamente desde los órganos jurisdiccionales (Poder Judicial) ante peticiones concretas. Todo lo contrario, la instancia judicial debe operar como garantía de la defensa de la legalidad, pero no como único conducto a través de cuyos procedimientos se puede alcanzar la justicia o el orden social. Debe activarse como última ratio y frente a la impotencia en la resolución del conflicto de las otras organizaciones sociales.


Además, salvo decisiones específicas, la resolución judicial se activa para resolver una tensión social o individual ya concretada, operando como recomposición, en cambio, si la circunstancia de conflicto es subsumida legalmente de forma embrionaria –es decir, cuando aparece el problema- inmiscuyéndose las autoridades primarias, se maniobra de forma preventiva ahorrando enormes recursos humanos y económicos en la resolución del conflicto, jerarquizándose además las instituciones intervinientes, dotándolas de mayor confiabilidad frente a los administrados. Parafraseando a José Ingenieros, “Enseñemos a perdonar; pero enseñemos también a no ofender. Sería más eficiente”. Apliquemos el control de convencionalidad antes, sería más eficiente.

Bajo esos parámetros y en esa línea de conciencia considero que los Municipios deben adoptar un rol de mayor compromiso y protagonismo frente a la defensa de la legalidad, lo que incluye –ya por imperativo constitucional y convencional- la promoción y defensa de las leyes “interpretadas de conformidad” a la legislación –no sólo nacional, provincial y municipal- sino que también –y por sobre todo, dada la jerarquía constitucional- a los Tratados internacionales que nuestro país ha firmado y ratificado frente a la comunidad internacional, como así también de los fallos que emanen de los Tribunales internacionales cuya jurisdicción se ha aceptado convencionalmente.


Acatar tales preceptos promueve la vigencia del orden jurídico, y esta aptitud del sistema se funda en el hecho de que las normas son efectivamente obedecidas, porque se las vive como socialmente obligatorias
. Adviértase entonces, el importantísimo papel que desempeñan las organizaciones estamentales primarias, siendo el Municipio el de mayor protagonismo como máxima autoridad local, ya que a través de sus actitudes frente a la aplicación de la legalidad y los mecanismos procedimentales que se activen, se contribuye contundentemente con la revalorización de la idea de Justicia (actualmente ante una manifiesta crisis de legitimidad), favorece la desmitificación del derecho, permitiendo su comprensión por todos los ciudadanos, en definitiva, el respeto por la ley por parte de dispositivos municipales aggiornados al marco internacional a través de una “interpretación conforme”, resulta ser –a mi humilde entender- una herramienta pedagógica formidable que acerca la Justicia a los ciudadanos en nombre de los cuales se imparte, y representa un acto esencial de legitimación de los actos administrativos que en consecuencia se dicten u Ordenanzas, entendidas –estas últimas- como leyes en sentido material y formal.

VI.II Gestión política y operativa para la implementación de una “interpretación conforme” en el marco de decisiones municipales.

Los verdaderos protagonistas de nuestros municipios son los ciudadanos. Ellos no son concejales, no gozan de la representatividad del pueblo, no tienen la competencia ni la responsabilidad de gobierno. Para eso están los gobernantes y sus auxiliares.

Un líder local es fundamentalmente un político, sin llegar a ser un gerente o tecnócrata, tiene la obligación de conocer la ciudad en donde vive y lo que los ciudadanos demandan. Debe también conocer los fundamentos de la organización municipal, los procedimientos, las técnicas que posibilitan que esta gran empresa multiservicios funcione
.


Siempre es bueno recordar que una administración local es una organización de carácter administrativo, es decir, sometida a unas normas y procedimientos particulares, específicos para el sector público, y en los que siempre está presente el interés general.


A pesar de dicha labor, los dos órganos representativos por excelencia en un municipio –Departamento Ejecutivo (Intendente) y el Departamento Deliberativo (Concejo)-, son responsables –a menudo- de instalar la llamada “discontinuidad constitucional”, es decir, la “no vigencia” o “el cambio” –definitivo o transitorio- de instituciones políticas, en contra o al margen de las “instituciones-norma” vigentes
. Haciendo una correlación de conceptos, podríamos afirmar que –en la actualidad- también serían responsables de una “discontinuidad convencional” al aplicar los procedimientos administrativos municipales y fundar en ellos sus decisiones “al margen” de las cláusulas estipuladas en el marco de los Tratados internacionales y de las interpretaciones que de ellos hagan los Tribunales internacionales cuya jurisdicción se ha consentido previa y convencionalmente por parte del gobierno federal.

En este punto, es importante remarcar que las instituciones políticas no son “inmutables”. La continuidad constitucional –y convencional- no excluye el cambio, todo lo contrario, lo promueve por necesidad, y requiere –como condición sine qua non- que se realice dentro y no contra, ni al margen, de las “instituciones-norma” vigentes
.

Por esa razón, es que el cambio y la “interpretación conforme” deben provenir del mismo seno institucional municipal, respetando las normas vigentes pero no de forma automatizada sino con perspectiva convencional, aumentado los esfuerzos en tal sentido.

Para ello, claro está no se requiere de funcionarios especializados o letrados, sino de espíritu republicano, democrático y criterioso, y delegar dichos análisis al cuerpo de abogados o asesores auxiliares, o a la comisión especializada creada al efecto (v.gr, en el Concejo Deliberante de la ciudad de Pergamino (B.A.), existe una comisión de Derechos Humanos).


Puede decirse, en resumen, que para el constitucionalismo –y agrego el control convencional- y su concreción a través del “Estado de Derecho”, el orden constitucional-convencionalizado se presenta como integral y continuo, siendo en este caso lo segundo consecuencia y requisito, a la vez, de lo primero. La exigencia de un orden jurídico integral exige que sea continuo. Esto significa que la total actividad de gobernantes y gobernados tiene que estar regulada efectivamente por el derecho, y tiene que estarlo permanentemente, sin perjuicio de los cambios que se produzcan en dicho derecho, dentro de sus propios cauces (“continuidad”). El hecho de que en los “Estados de Derecho” históricos no ocurra siempre así no niega la aspiración
.

A modo ejemplificativo, supongamos que ingresa un “proyecto x” al Concejo Deliberante, previo al tratamiento deliberativo (debate) se debería reglamentar a través del Reglamento Interno de dicho cuerpo, que tal presentación sea analizada por la Comisión de Derechos Humanos, o bien por otra Comisión con participación del presidente (u otro integrante) de la Comisión de DD.HH., contando a su vez, con un dictamen previo obligatorio del Asesor Letrado de la Municipalidad, para analizar la compatibilidad convencional. De esta forma, se activan mecanismos institucionalizados vigentes aggiornados para el control de convencionalidad. 


En lo que respecta al ámbito del Departamento Ejecutivo municipal, la tarea quizás sea menos dificultosa debido a que la función es unipersonal, y siempre contará con el dictamen previo del Asesor Letrado. Quizás, los esfuerzos deberían dirigirse a dotar a la Asesoría Letrada de la capacitación correspondiente y de cuerpos de abogados especializados.

Claramente la tarea no es sencilla –sobre todo por el aspecto cultural-consuetudinario-, pero lejos de ser imposible, se está en condiciones de dar un salto cualitativo en la calidad institucional de las municipalidades redistribuyendo los recursos humanos ya instalados en las diferentes áreas, con capacitación progresiva y colaborativa con otras municipalidades a nivel regional. De esta manera, la aldea local estaría promoviendo un cambio sustancial y con proyección federal –atento a que coloca al país en una posición de conformidad frente a la comunidad internacional- impulsado por sus gobiernos locales, “desde abajo”.

VII) Conclusion.

Pomponio escribía a mediados del siglo II d.C: “No puede haber derecho, si no hay un jurista que lo mejore día a día”. Dicha frase vale, en tanto y en cuanto se interprete –en el marco de este trabajo- que la Constitución convencionalizada refleja un acercamiento al dinamismo jurídico (al estilo inglés) –en contra de la rigidez histórica del derecho continental- configurándose una maduración del sistema en pos de interpretaciones vivientes y cambiantes.

Ciertamente, la aspiración de este trabajo reposa sobre el convencimiento personal de que mejorar nuestro ius
 operativo introduciéndolo en nuestras instituciones históricas como son los municipios, refuerza y revitaliza nuestra democracia constitucional. Pero, por supuesto, la subsistencia de los principios de institucionalización no significa su inalterabilidad. Por el contrario, pueden ser adaptados y deben serlo a las cambiantes realidades.

En tal sentido, estamos ante una posibilidad única de institucionalizar localmente y en estamentos primarios de gobierno el control de convencionalidad, que orbita nuestra Constitución Nacional iluminándola constantemente y lubricando conceptos históricos arraigados cuya rigidez obstaculiza el desarrollo pleno de los derechos y garantías que propugna.


El afianzamiento del bien común municipal –a través de la jerarquización de sus instituciones y compatibilización con normas jurídicas fundamentales- tiene un efecto multiplicador y de contagio que oxigena todos los conductos institucionales de nuestro país federal, posicionando a la república en un plano de vanguardia en la efectiva implementación de los derechos humanos y demás tratados internacionales, abandonando –sin perder nuestra identidad histórica- las rigideces de nuestro derecho indiano permitiendo explorar las bondades de un “derecho vivo” en constante movimiento.
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